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Auto No.  AI-049 
Proceso:    Ejecutivo 
Demandante:    Clínica Medical S.A.S 
Demandado:    Savia Salud Eps 
Radicado:    05001 31 03 010 2021 00206 01 
Asunto:                     Por sustracción de materia no puede revocarse o confirmarse el auto que denegó 
inicialmente la medida cautelar. De otro lado, se declara inadmisible el recurso de apelación.  
 
 
 

TTRRIIBBUUNNAALL  SSUUPPEERRIIOORR  

DDIISSTTRRIITTOO  JJUUDDIICCIIAALL  DDEE  MMEEDDEELLLLÍÍNN  

-SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL- 

 

Medellín, Veintitrés (23) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

 

Se deciden los recursos de apelación interpuestos por el 

apoderado judicial del ejecutante –Sociedad Clínica Medical S.A.S (Antes 

Medical Pro&Nfo SAS)- frente a las decisiones adoptadas el trece (13) de 

septiembre del dos mil veintiuno (2021) en la que se negó la solicitud de las 

medidas sobre productos financieros porque no se identificaron su tipo y 

clase para proceder con su decreto y, en su lugar, se ordenó a 

TRANSUNIÓN para obtener dicha información y en contra del auto del 25 

de marzo del dos mil veintidós (2022) en la que se negó la solicitud de 

requerimiento a Bancolombia.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. Supuestos fácticos vinculados al presente 

proceso. Como hechos relevantes con miras a desatar la alzada se tiene 

que, la Clínica Medical S.A. por intermedio de apoderado judicial promovió 

proceso ejecutivo en contra de Savia Salud, como consecuencia del 

incumplimiento de las facturas de prestación de servicios suscritos por 

aquella a favor del ejecutante, correspondiéndole el conocimiento de la 

acción al Juzgado Décimo Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, quien 

en auto del trece (13) de septiembre del año pasado libró el respectivo 

mandamiento de pago. 

 

Paralelamente a lo anterior, el apoderado de la sociedad 

solicitó el embargo y retención de las sumas de dinero depositadas en 

cuenta corriente, ahorros o cualquier otro título bancario o financiero que 

posea la Entidad Savia Salud, en los establecimientos bancarios, 
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Bancolombia, Av Villas, Bogotá, Popular, Colpatria, 

Occidente, Davivienda, Caja Social, GNB Sudameris, Agrario y BBVA. 

Petición que en providencia del quince (15) de julio del dos mil veintiuno 

(2021) el juzgado, previo a resolver de fondo, requirió al demandante para 

que identificara los productos financieros sobre los que recaían las medidas, 

esto es, por su clase y número. 

 

                                     2. Del auto impugnado. En determinación del trece 

(13) de septiembre del dos mil veintiuno (2021) el Juez del caso procedió a 

resolver la medida cautelar, para lo cual negó su decreto -en los términos que 

fue peticionado por el actor-, bajo el argumento que los productos financieros 

no se identificaron por su tipo y clase, sin embargo, ante la dificultad para 

acceder a la información de su identificación ordenó oficiar a Transunión 

para que certificaran los productos financieros que tenía la demandada en 

las entidades bancarias. 

 

     3. Del Recurso de Apelación: En contra de la 

anterior decisión el apoderado de la parte demandante formuló recurso de 

apelación, indicando que no podía aportar la información financiera que 

requería el despacho porque era objeto de Reserva Bancaria, conforme lo 

previsto en la Ley 1328 del 2019, resultando desproporcionada dicha carga 

procesal.  

 

    4. Del Trámite de las Medidas Cautelares: Una vez 

obtenida la respuesta por parte de Transunión, en providencia del 

diecinueve (19) de enero del año en curso, se decretó el embargo de las 

sumas de dinero depositadas en las cuentas bancarias de ahorros de 

Bancolombia; entidad que en comunicado del 20 de enero informó al 

despacho que “los recursos del cliente se encuentran identificados como 

inembargables”, porque “en el oficio de embargo no se señala el fundamento legal 

para la procedencia de la afectación de recursos inembargables ”, solicitando, en 

consecuencia al juzgado, que le informara el fundamento legal que 

justificara la aplicación del embargo.  Motivo por el cual, en memorial del 4 

de febrero del año en curso, el apoderado del ejecutante solicitó al 

despacho que se requiriera a la entidad, en el sentido que se atendiera la 
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decisión de embargo, en tanto se trata de una obligación 

destinada a la actividad de salud, siendo consecuente y procedente su 

embargo.  

 

En auto del veinticinco (25) de marzo del hogaño, el 

Juzgado decidió negar la solicitud de requerimiento porque a su juicio la 

cautela fue decretada con las restricciones legales teniendo en cuenta la 

calidad de la demandada, por lo que la entidad financiera dio respuesta 

negativa con argumentos jurisprudenciales para abstenerse de decretar la 

medida, lo que satisfizo al despacho, ya que el mismo oficio mediante el 

cual se solicitó la medida hacía las advertencias a la entidad financiera 

sobre las restricciones legales.  

 

                                 5. Del nuevo recurso de apelación En contra del 

anterior proveído el demandante formuló recurso vertical reiterando los 

mismos argumentos que expuso en la petición que elevó al despacho de 

cara al requerimiento de Bancolombia, relacionado con el fundamento legal 

para la procedencia de la medida de embargo frente a recursos 

inembargables.  

 

Expuestos de esta manera los motivos que llevaron a 

interponer la alzada, procede la Sala a resolver el recurso impetrado, con 

fundamento en las siguientes,  

 

II. CONSIDERACIONES 

                                    

                 2.1. Procedencia del recurso de apelación.                   

Teniendo en cuenta que el recurso vertical interpuesto es contra dos decisiones 

que adoptó el juez en primera instancia, esto es, (i) auto que rechazó la solicitud 

de medida cautelar y en (ii) la decisión que denegó el requerimiento de 

Bancolombia, resulta menester determinar si las anteriores providencias son 

susceptibles del recurso de apelación, para lo cual establece el artículo 321 del 

Código General del Proceso que: (…) 8. El que resuelva sobre una medida cautelar, 

o fije el monto de la caución para decretarla, impedirla o levantarla”. 
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  2.2. Las medidas cautelares procedentes en los 

procesos ejecutivos: Sobre el particular, y por ser tema de obligado 

análisis en el presente, ineludible se torna traer a cita lo contemplado por el 

artículo 599 del Código General del Proceso, el cual es del siguiente tenor: 

 

Desde la presentación de la demanda el ejecutante podrá solicitar el embargo 

y secuestro de bienes del ejecutado. (…) El juez, al decretar los embargos y secuestros, 

podrá limitarlos a lo necesario; el valor de los bienes no podrá exceder del doble del crédito 

cobrado, sus intereses y las costas prudencialmente calculadas, salvo que se trate de un solo 

bien o de bienes afectados por hipoteca o prenda* que garanticen aquel crédito, o cuando la 

división disminuya su valor o su venalidad. 

 

A su vez, el estatuto adjetivo establece requisitos especiales para la 

solicitud de la medida cautelar, “en las demandas en que se pidan medidas cautelares se 

determinarán las personas o los bienes objeto de ellas, así como el lugar donde se 

encuentran” tratándose del embargo de productos financieros el artículo 593 

establece que “El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y 

similares, se comunicará a la correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del 

numeral 4, debiéndose señalar la cuantía máxima de la medida, que no podrá exceder del 

valor del crédito y las costas más un cincuenta por ciento (50%). Aquellos deberán 

constituir certificado del depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres (3) días 

siguientes al recibo de la comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el 

embargo. 

 

3. Del caso concreto.  Teniendo en cuenta que son dos 

decisiones objeto de apelación, resulta importante advertir de entrada que el 

recurso vertical sólo se analizará de cara a la decisión que se adoptó en la 

providencia del trece (13) de septiembre de dos mil veintiuno (2021), en la 

que se resolvió la petición de las medidas cautelares que recaían sobre los 

productos financieros que tenía la demandada en los establecimientos 

bancarios, en tanto que dicha providencia conforme a la regla prevista en el 

artículo 321 del C.G.P resulta susceptible de apelación, pues efectivamente 

allí se abordó el estudio de una petición de cautela que inicialmente había 

formulado el apoderado del demandante. Aspecto que, por el contrario, no 

logra pregonarse del auto del veinticinco (25) de marzo del dos mil veintidós 

(2022), en el que se resolvió sobre la solicitud de un requerimiento a una 
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entidad bancaria, asunto que como se verá al final de la 

presente providencia no resulta susceptible de apelación.  

 

3.1. Bien precisado lo anterior, procede a determinar la 

Sala Unitaria Civil de Decisión -como lo solicita la parte recurrente-, si el Juez 

debió ordenar la consumación de las medidas cautelares de embargo en las 

entidades bancarias que indicó y no supeditarlo a que tenían que 

acompañar información relacionada con la clase y número de cuenta, o en 

caso contrario, si le asiste razón al juzgador de primer grado cuando denegó 

la medida y en su lugar ofició a Transunión.  

 

Ciertamente, no puede perderse de vista que durante el 

transcurso del recurso de apelación en primera instancia, Transunión 

informó al despacho la existencia de las entidades bancarias a las que se 

podía comunicar las medidas, y a su vez el despacho ordenó el embargo en 

las cuentas que fueron indicadas por el ejecutante -ateniendo a la 

información suministrada por la central de datos-, aspecto que, en 

consecuencia y, por sustracción de materia, hace inane realizar un 

pronunciamiento de fondo al respecto, en tanto el móvil por el que 

inicialmente se formuló el reclamo ya fue superado al ordenarse el decreto 

de las medidas cautelares. 

 

En efecto, a pesar de lo anterior, es importante advertir 

que, en el presente caso, no resultaba procedente que el juez condicionara 

al demandante a que determinara la clase de producto financiero en el que 

recaía la medida, -como bien lo advirtió el recurrente- pues se trata de una 

información que tiene reserva legal y por contera era imposible su 

cumplimiento, aunado a que las disposiciones normativas sólo contemplan 

la carga de especificar la identificación del titular de la cuenta bancaria y el 

establecimiento en que se encuentra, sin condicionarlo a que debe traer 

otros datos adicionales para su perfeccionamiento. 

 

En ese orden de ideas, resultaría procedente revocar la 

determinación objeto de apelación, sin embargo, por sustracción de materia 

no habrá lugar a ordenar al juez que estudie las medidas, en tanto ya fue 

materializado su decreto. 
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                              3.2. Finalmente, como se advirtió preliminarmente en 

contra del auto proferido el pasado veinticinco (25) de marzo del 2022, no 

puede estudiarse de fondo dicho proveído, en tanto no se está resolviendo 

propiamente sobre una medida cautelar, sino una solicitud de requerimiento 

que realizó el apoderado ejecutante en contra de Bancolombia, en la que 

solicita que se aclare y, en consecuencia, se ordene el decreto de los 

dineros que se encuentran en los productos financieros que tenga la 

entidad; aspecto que propiamente no resuelve la procedencia o no de la 

medida de embargo, máxime cuando al Despacho no ha dado respuesta a 

la información que le ha peticionado la entidad bancaria, quedando 

pendiente la materialización de la cautela.  

 

                                 Obsérvese cómo dentro del plenario en providencia del 

diecinueve (19) de enero del año en curso, el Juzgado decretó el embargo 

de las sumas de dinero que estuvieran depositadas en las cuentas de 

ahorro de Bancolombia, medida que una vez fue comunicada a la entidad 

bancaria, ésta informó al juez que “se abstenía de aplicar la medida cautelar 

hasta que se remitiera el fundamento legal que justifique la aplicación del embargo 

de unos recursos inembargables”, circunstancia que conllevó a que hoy el 

recurrente acompañara un escrito en el que justificaba las razones del 

fundamento legal que respaldaba la medida de embargo por el peticionada 

y frente al cual, el juez resolvió desfavorablemente, sin aclarar la petición 

que elevó Bancolombia y sin motivar por lo menos la decisión del porqué 

era improcedente la medida cautelar, pues sólo se limitó a indicar que había 

advertido a la entidad financiera sobre las restricciones legales que 

contemplan esas cautelas (artículo 25 de la Ley 751/2015), sin estudiar de 

fondo las peticiones de embargabilidad que le habían formulado. 

 

                           Es por eso que, en virtud de lo expuesto, no puede 

pregonarse que el auto que denegó el requerimiento a Bancolombia sea 

pasible o susceptible de apelación, pues como se anotó, el juez 

propiamente no resolvió sobre la procedencia de inembargabilidad de la 

medida de embargo, como lo impone el parágrafo del artículo 594 del 

C.G.P, esto es “Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza 

inembargable, en la cual no se indicare el fundamento legal para la procedencia de la 
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excepción, el destinatario de la orden de embargo, se podrá abstener de 

cumplir la orden judicial o administrativa, dada la naturaleza de inembargable de los 

recursos. En tal evento, la entidad destinataria de la medida, deberá informar al día hábil 

siguiente a la autoridad que decretó la medida, sobre el hecho del no acatamiento de la 

medida por cuanto dichos recursos ostentan la calidad de inembargables. La autoridad 

que decretó la medida deberá pronunciarse dentro de los tres (3) días hábiles 

siguientes a la fecha de envío de la comunicación, acerca de si procede alguna 

excepción legal a la regla de inembargabilidad. Si pasados tres (3) días hábiles el 

destinatario no se recibe oficio alguno, se entenderá revocada la medida cautelar . 

(subrayas propias del Tribunal), sino que, por el contrario, procedió a 

denegar el requerimiento que realizó el apoderado de la parte demandante, 

aspecto que conforme a lo dispuesto en el artículo 321 del C.G.P, no es un 

asunto que sea susceptible de apelación.  

   

  En atención a lo pretéritamente expuesto, esta Sala de 

Decisión Civil no atenderá las razones de la apelación que pide revocar la 

providencia proferida el trece (13) de septiembre del dos mil veintiuno 

(2021), en la que se resolvió la petición de las medidas cautelares que 

recaían sobre los productos financieros y por ahí mismo se declarará 

inadmisible el recurso de apelación formulado en contra de la providencia 

del diecinueve (19) de enero del año en curso, conforme a lo expuesto 

preliminarmente. 

 

De esta manera y por las razones expuestas, el 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN, en Sala 

Unitaria de Decisión Civil,  

 

III. RESUELVE: 

 

PRIMERO: Por sustracción de materia no se revoca ni modifica 

el auto de fecha trece (13) de septiembre del dos mil veintiuno (2021), 

proferido por el Juzgado Décimo Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, 

ello, de conformidad con las razones expuestas de manera precedente.  
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SEGUNDO: DECLARAR inadmisible el 

recurso de apelación formulado por la parte actora en contra del auto del 19 

de enero del 2022, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva.  

 

TERCERO: No condenar en costas, por cuanto las mismas no 

se causaron. 

 

 
NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE, 

 
 
 
 
 
 
 
 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
MAGISTRADO 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


